PROYECTO DE DECLARACION

La Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires

DECLARA:

Que vería con agrado que el Poder Ejecutivo difundiera, a través de la Secretaría de Derechos Humanos de la Provincia de Buenos Aires, la actividad represiva desplegada por la dictadura militar 1955-1957 (entre ellas la sanción del Decreto-Ley 4161/57), en forma complementaria a la actividades planificadas con motivo del trigésimo aniversario del golpe de Estado de 1976, que marcó el inicio de la última y más violenta dictadura militar. 

FUNDAMENTOS:

La historia argentina exhibe una extensa secuencia de gobiernos que practicaron el ejercicio ilegal del poder y la promoción de la violencia clandestina desde los órganos del Estado.

 No existen dudas que el Golpe de Estado perpetrado el 24 de marzo de 1976 significó un salto cualitativo y cuantitativo en la aplicación de esta política del terror.

Este año, en el trigésimo aniversario de aquel día, las organizaciones de derechos humanos y los distintos organismos del Estado promoverán la realización de diferentes actividades, como necesaria y saludable forma de ejercitar la memoria colectiva.

Fueron 2.798 días de terror. La represión ilegal se desplegó en un contexto que requería cercenar la actividad política, sindical y cultural. Que debió silenciar a la prensa y utilizar las armas para mantenerse en el poder.

 El comportamiento genocida del Estado, y la complicidad de diferentes sectores de la sociedad civil, nos reclaman el ejercicio de la memoria. 

Una memoria que no sea liberadora de responsabilidades. Una memoria autoreflexiva, dinámica, construida sobre la base del debate.

En ese contexto, creemos que resulta valioso integrar los diferentes momentos de nuestra historia para comprender mejor los procesos y entender mejor su desencadenamiento.

El gobierno de facto que tomó ilegalmente el poder el septiembre de 1955, encabezado por el general Pedro Eugenio Aramburu, constituye un antecedente que merece ser considerado en su justa forma a los fines de comprender los sucesos de los convulsionados años que le siguieron, en los que se produjo una escalada de violencia que derivó, precisamente, en la larga noche negra que se inició el 24 de marzo de 1976.

Una de las muestras más evidentes y grotescas de la violencia ejercida por aquel gobierno militar fue la sanción del Decreto-Ley 4161/57, que cercenó la actividad del Partido Justicialista, el partido político mayoritario.

Aquella norma, por caso, prohibía mencionar las palabras Perón, peronismo, justicialismo y todo giro que hiciera recordar al presidente derrocado. Este grotesco acto de censura resultó, como demostrarían los años, contraproducente para los intereses del gobierno de facto, que se proponía negar primero la historia para reconstruirla a su gusto después.

El decreto disponía: “Artículo 1: Queda prohibida en todo el territorio de la Nación: a) la utilización, con fines de afirmación ideológica peronista, efectuada públicamente, o de propaganda peronista, por cualquier persona, ya se trate de individuos aislados, grupos de individuos, asociaciones, sindicatos, partidos políticos, sociedades, personas jurídicas públicas o privadas, de las imágenes símbolos, signos, expresiones significativas, doctrinas, artículos y obras artísticas, que pretendan tan carácter o pudieran ser tenidas por alguien como tales, pertenecientes o empleados por los individuos representativos u organismos del peronismo”.

“Se considerará especialmente violatoria de esta disposición, la utilización de la fotografía, retrato o escultura de los funcionarios peronistas o sus parientes, el escudo y la bandera peronista, el nombre propio del presidente depuesto, el de sus parientes, las expresiones ‘peronismo’, ‘peronista’, ‘justicialismo’, ‘justicialista’, ‘tercera posición’, la abreviatura ‘PP’, las fechas exaltadas por el régimen depuesto, las composiciones musicales denominadas ‘Marcha de los muchachos peronistas’ y ‘Evita Capitana’ o fragmentos de las mismas, la obra ‘La razón de mi vida’ o fragmentos de la misma y los discursos del presidente depuesto y de su esposa o fragmentos de los mismos”.

“b) la utilización, por personas y con los fines establecidos en el inciso anterior, de las imágenes, símbolos, signos, expresiones significativas, doctrina, artículos y obras artísticas, que pretendan tal carácter o pudieran ser tenidas por alguien como tales, creados o por crearse, que de alguna manera cupieran ser referidos a los individuos representativos, organismos o ideología del peronismo”.

“c) La reproducción por las personas y con los fines establecidos en el inciso a) mediante cualquier procedimiento, de las imágenes, símbolos, y demás objetos señalados en los dos incisos anteriores”.

Entendemos que resultaría valioso que los organismos del Estado, en su actividad de promoción de los derechos humanos, difundieran en texto de este Decreto-Ley y sus efectos, como contribución al entendimiento de la materia de acuerdo a los sucesos de la historia reciente.

En virtud de los argumentos expuestos, solicito a mis pares que me acompañen con su voto afirmativo en la sanción del presente proyecto. 

